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ORDENAMIENTOS JURÍDICOS LOCALES ARAGONESES 

por 

M.a DE LOS DESAMPARADOS CABANES PECOURT 

1. INTRODUCCIÓN 

La historia jurídica aragonesa se inició con dos siglos de adelanto sobre la 
conocida Compilación de Huesca de 1247, integrada por los ordenamientos 
locales emanados de la concesión de privilegios y cartas de población. De 
hecho nació casi a la par que el Reino, ya que los textos citados fueron el ins­
trumento colonizador utilizado por la monarquía en su intento de vertebrar 
políticamente el territorio que poco a poco iba ganando a los musulmanes y 
constituirse como entidad política. Era preciso distribuir las tierras y proceder 
a su inmediata organización jurídica. En dicha estructura organizativa del reino 
colaboraron también los señores laicos, el estamento eclesiástico e incluso los 
concejos, y estuvo condicionada muchas veces por la posible pervivencia de 
población musulmana. Las cartas de población nacieron, pues, de la necesidad 
de fijar por escrito los mandatos básicos de carácter civil, penal y procesal que 
regularan la convivencia a la hora de crear o restaurar formas de vida comuni­
taria. Junto a estos textos normativos aparecieron los fueros breves, vinculados 
a un marco geográfico definido y relativamente pequeño, que solía coincidir 
con un municipio, aunque poco a poco fueron territorializándose. 

2. ESTADO ACTUAL Y SU GÉNESIS 

La edición de estas fuentes judiciales en Aragón es ya una asignatura apro­
bada gracias a la obra de M.a Luisa Ledesma Rubio, Cartas de población del 
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Reino de Aragón en los siglos medievales1. La Dra. Ledesma fue la primera y 
única que llevó a la práctica este proyecto. Su obra, además de una gran apor­
tación personal, es a la vez compendio e importante testimonio de cuanto se 
había investigado hasta entonces sobre el tema para el territorio aragonés, per­
mitiéndonos conocer su génesis. 

Sabido es el interés que por conservar estos instrumentos normativos de 
repoblación tuvieron siempre aquellos que fueron sus destinatarios, pues 
representaban su garantía de vida, el marco jurídico que debía regular sus 
condiciones de asentamiento, el que fijaba, en suma, sus obligaciones pero 
indiscutiblemente también sus privilegios. Con el paso del tiempo, caducados 
ya sus contenidos particulares, los ordenamientos jurídicos locales gozaron, y 
gozan, de atención preferente por parte del medievalismo europeo que ha 
visto en ellos una fuente inagotable para conocer las etapas colonizadoras y 
repobladoras de un territorio, su infraestructura poblacional, los mecanismos 
de producción y explotación, el reparto del espacio útil, las relaciones feudo-
vasalláticas, etc. 

El interés por las mismas, a nivel nacional, se constató ya a mediados del 
siglo XIX, cuando Muñoz Romero publicó su Colección de fueros municipa­
les y cartas pueblas de Castilla, León, Corona de Aragón y Navarra2 y con la 
posterior aparición del Catálogo de la colección de fueros y cartas pueblas3, 

publicado por la Real Academia de la Historia. 
Sin embargo y a pesar de lo dicho, en Aragón la atención que este tipo 

documental suscitó y siguió suscitando al investigador durante los siglos XIX 
y XX únicamente lo fue de forma aislada y particular, la mayor parte de las 
veces dentro de historias locales, y es necesario llegar a la primera mitad del 
siglo XX para encontrar un estudio dirigido a las mismas que englobe a más 
de una, aunque sólo de forma ocasional y esporádica. Ha habido que esperar 
hasta tiempos muy recientes para hallar un tratamiento específico de las mis­
mas, aunque éste sólo se les ha dado encuadradas en determinados sectores, 
generalmente de señorío eclesiástico. 

Pero en ningún caso esta actitud ha significado falta de interés, sino que 
ello obedecía, como se ha dicho, a que el análisis de las mismas acostumbraba 
a estar inmerso en monografías de diverso carácter, local o general, que las 
estudiaba al hablar de la repoblación en su correspondiente capítulo y editaba 

1 Cfr. M.a L. LEDESMA RUBIO, Cartas de población del Reino de Aragón en los siglos medievales, Fuentes 
Históricas Aragonesas, 18,1.F.C., Zaragoza, 1991, 545 pp. 

2 Cfr. T. MUÑOZ Y ROMERO, Colección de fueros municipales y cartas pueblas de Castilla, León, Corona de Aragón 
y Navarra, Madrid, 1847. 

3 Cfr. Colección de fueros y cartas pueblas de España por la Real Academia de la Historia. Catálogo, Madrid, 1852. 
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su texto en el apéndice final, junto al resto de diplomas empleados pero úni­
camente como apoyatura de lo referido anteriormente. 

Repasando la génesis de los estudios y publicaciones sobre cartas de 
población aragonesas que ha habido -sumados los de algunos fueros breves-, 
como pionero de su recogida habría que citar a J. Traggia, el cual, en su 
Aparato a la historia eclesiástica de Aragón4, proporcionó los primeros ejem­
plares editados de aquéllas. Luego habría que partir ya de la obra antes citada 
de Muñoz Romero, aunque ésta, realmente, no contenía demasiadas piezas 
aragonesas y en algún caso las tomó del P. Huesca5, lo que haría ganar en anti­
güedad el interés de nuestros investigadores por estos textos aunque no fuera 
de forma monográfica. Importante colección en la que pueden encontrarse 
también estos ordenamientos aragoneses es la Colección de documentos inédi­
tos del Archivo de la Corona de Aragón, sobre todo sus volúmenes IV y VIII6. 
De finales del mismo siglo o principios del siguiente, algunas colecciones 
documentales sobre Ordenes Militares7 y algunas historias locales aragone­
sas8 proporcionaron también algún material. 

En la primera mitad del siglo XX los estudios se centraron, sobre todo, en 
la edición de fueros breves9, siendo el primero que fijó su atención de forma 
plural en las cartas pueblas el oscense Ricardo del Arco -1913-1914-, publi­
cando las de Aínsa, Almudévar y Sariñena10, si bien en otros trabajos suyos ya 
había recogido algunos de estos textos normativos11. Asimismo Ramos 
Loscertales editó con más o menos acierto los fueros aragoneses12. 

En la segunda mitad del siglo XX la bibliografía ya fue más favorable 
hacia las cartas de población tanto a nivel singular como en conjunto, sin que 

4 Cfr. J. TRAGGIA, Aparato a la historia eclesiástica de Aragón, 2 vols. Madrid, 1791-1792. 
5 Cfr. P. HUESCA, Teatro histórico de las iglesias del Reyno de Aragón, 9 vols. Pamplona-Zaragoza, 1780-1807. 
6 Cfr. P. BOFARULL, Colección de documentos inéditos del Archivo de la Corona de Aragón, Barcelona, t. IV (1849) 

y VIII (1851). 
7 Cfr. MARQUIS D'ALBON, Cartulaire de l'Ordre du Temple, París, 1913; J. DELAVILLE LE ROULX, Cartulaire gene­

ral de l'Ordre des Hospitaliers de S. Jean de Jerusalen (1100-1310), 4 vols. París, 1894-1906. 
8 Como ejemplo cfr. S. VIDIELLA, Recitaciones de la historia política y eclesiástica de Calaceite, Alcañiz, 1896; 

V. BARDAVIU PONZ, Historia de la antiquísima villa de Albalate del Arzobispo, Zaragoza, 1914, o T. CAMPILLO, Documentos 
históricos de Daroca y su comunidad, Zaragoza, 1915. 

9 Cfr. M. ALBAREDA Y HERRERA, Fuero de Alfambra, Madrid, 1926; R. DEL ARCO, "El pergamino original del fuero 
de Jaca concedido por el rey Sancho Ramírez", Boletín de la Real Academia de la Historia, 86, Madrid, 1925, pp. 474-
485; Q. FERNÁNDEZ ARROYO, "Fuero de Montalbán", Hispania, III, 1943, pp. 127-133; A. UBIETO, "El fuero de Selgua", 
Estudios de Edad Media de la Corona de Aragón, I, 1945, pp. 335-336. 

10 Cfr. R. DEL ARCO, "Tres cartas de población inéditas e interesantes", Boletín de la Real Academia de Buenas 
Letras de Barcelona, VII, 1913-1914, pp. 292-302. 

11 Cfr. R. DEL ARCO, "Apuntes sobre el antiguo régimen municipal de Huesca", Linajes de Aragón, I (1910), pp. 
155-160, 170-176, 189-190; y II (1911), pp. 12-20, 33-40, 53-60 y 75-80; "Huesca en el siglo XII"; "De la Edad Media 
en el Alto Aragón". 

12 Cfr. J. M.a RAMOS LOSCERTALES, "Textos para el estudio del derecho aragonés en la Edad Media", Anuario de 
Historia del Derecho Español, 1 (1924), pp. 397-416; 2 (1925), pp. 491-523 y 5 (1928), pp. 389-411. 
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faltaran -como en la etapa anterior- otros estudios conteniéndolas. Serían 
objeto de estudio propio las cartas pueblas de Quicena13, Alcañiz14, 
Alfambra15, María de Huerva16, Santa Cilia17 y Camarón18. 

De nuevo las colecciones diplomáticas reales19 o de otra índole20, la publi­
cación de cartularios21 y, sobre todo, las tesis de licenciatura y doctorado lle­
vadas a cabo en la Universidad Cesaraugustana exhumaron numerosas cartas 
de población, aunque en el caso de estos últimos trabajos con demasiada fre­
cuencia el resultado obtenido permaneció inédito. De todo este material es 
preciso destacar por su riqueza en textos locales jurídicos las obras de José 
María Lacarra sobre reconquista y repoblación del Valle del Ebro22, que, aun­
que publicada por vez primera entre los años 1946-1952, se incluye en este 
periodo por haber sido reeditada, ampliada, en 1982; la tesis doctoral de 
Antonio Ubieto23; los documentos de la Catedral de Huesca publicados por 
Antonio Durán24 y las tesis doctorales de Concha Contel sobre el Císter25 y de 
Carlos Laliena sobre el señorío de la Orden de Calatrava. 

13 Cfr. P. LONGÁS, "Carta puebla de Quicena", Estudios dedicados a don Ramón Menéndez Pidal, V, Madrid, 1954, 
pp. 398-400. 

14 Cfr. J. CARUANA, "La carta puebla de Alcañiz", Teruel, 24, 1960, pp. 129-144. 
15 Cfr. M. SÁNCHEZ MOYA, "Extracto de la carta puebla y fuero de Alfambra", Teruel, 35, 1966, pp. 145-157. 
16 Cfr. M.a L. LEDESMA, "La carta puebla de María del Huerva otorgada por Alfonso el Batallador", Estudios de 

Edad Media de la Corona de Aragón, IX, Zaragoza, 1973, pp. 455-461. 
17 Cfr. A. I. LAPEÑA PAUL, "La carta puebla de Santa Cilia en 1336", Aragón en la Edad Media, V, 1983, pp. 123-139. 
18 Cfr. A. SERRANO FERRER Y V. MARTÍN COSTEA, "Primera carta puebla de Camarón", Boletín de Mas de las Matas, 

1, 1981, pp. 63-68. 
19 Cfr. J. SALARRULLANA, Documentos correspondientes al reinado de Sancho Ramírez, Zaragoza, 1907; A. 

UBIETO, Colección diplomática de Pedro I de Aragón y Navarra, Zaragoza, 1951; A. HUICI Y M.ª D . CABANES, Documentos 
de Jaime I de Aragón, 5 vols. Valencia-Zaragoza, 1976-1984; A. SÁNCHEZ CASABÓN, Documentos de Alfonso II de 
Aragón, Zaragoza, 1995. 

20 Cfr. A. MARTÍN DUQUE, Colección diplomática de San Victorián, Zaragoza, 1956. Tesis doctoral inédita; A. 
CANELLAS, Colección diplomática de La Almunia de Doña Godina 1176-1395, Zaragoza, 1962; Agustín UBIETO, 
Documentos de Sijena, Valencia, 1972; A. CANELLAS, Colección diplomática del concejo de Zaragoza I: años 1119-1267, 
Zaragoza, 1975; A. UBIETO, Jaca: documentos municipales. 971-1269, Valencia, 1975; A. GARGALLO, Documentación del 
Archivo Municipal de Teruel, Zaragoza, 1982. Tesis licenciatura inédita; J. Ma. LACARRA, Documentos para el estudio de 
la reconquista y repoblación del Valle del Ebro, 2 vols. "Textos Medievales" 62 y 63, Zaragoza, 1982-1985; C. LALIENA, 
El señorío de la Orden de Calatrava en el Bajo Aragón en la Edad Media, Zaragoza, 1985. Tesis doctoral; A. GARGALLO, 
El Concejo de Teruel en la Edad Media, Zaragoza, 1990. Tesis doctoral. 

21 Cfr. A. MARTÍN DUQUE, "Cartulario de Santa María de Uncastillo (s. XII)", Estudios de Edad Media de la Corona 
de Aragón, VII (1962), pp. 647-740; A. UBIETO, Cartulario de Santa Cruz de la Serós, Valencia, 1966; L. ESTEBAN MATEO, 
Cartulario de la encomienda de Aliaga, Edición e índices. Zaragoza, 1979; A. CANELLAS, LOS Cartularios de San Salvador 
de Zaragoza, 3 vols. Zaragoza, 1989. 

22 Cfr. J. M.a LACARRA, "Documentos para el estudio de la reconquista y repoblación del Valle del Ebro", Estudios 
de Edad Media de la Corona de Aragón, 2 (1946), pp. 469-574; 3 (1947-1948), pp. 499-727, y 5 (1952), pp. 511-668. Se 
hizo luego una 2a edición corregida, ampliada y con índices en 2 vols. "Textos Medievales" Zaragoza, 1982-1985. 

23 Cfr. A. UBIETO, Colección diplomática de Pedro I de Aragón y Navarra, Zaragoza, 1951. 
24 Cfr. A. DURÁN, Colección diplomática de la catedral de Huesca, 2 vols. Zaragoza, 1965-1969. 
25 Cfr. C. CONTEL, El Císter zaragozano en los siglos XII. Abadías predecesoras de Nuestra Señora de Rueda 

de Ebro, Zaragoza, 1966 y El Císter zaragozano en los siglos XIII y XIV. Abadía de Nuestra Señora de Rueda de Ebro, 
Zaragoza, 1977. 
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Pero ya en este periodo aparecen nuevas monografías dedicadas de forma 
específica a la edición, y estudio en su caso, de cartas pueblas, aunque no 
todas estuvieran exclusivamente dedicadas a las aragonesas. En 1954 fue 
Santos García Larragueta el autor de un artículo sobre fueros y cartas pueblas 
de los señoríos templarios y hospitalarios en el cual se recogen algunas de 
nuestro Reino26. Después sería Font Rius quien, en una doble obra, aportaría 
más luz al tema. En la primera, aunque dedicada a Cataluña27, se contenían 
noticias sobre algunos lugares de Aragón; pero la aportación más interesante 
se hallaba en la segunda monografía, artículo publicado como el de García 
Larragueta en el Anuario de Historia del Derecho, aunque en algún caso se 
trataba de documentos ya conocidos28. En la década de los ochenta un nuevo 
artículo de M.a D. Cabanes29 centraba el interés en las cartas de población de 
una serie de localidades pertenecientes al señorío del monasterio de Veruela, 
siendo algunas de ellas muy tardías ya que se trataba de renovaciones o nue­
vos establecimientos de población en lugares que habían sido abandonados 
por causa de la guerra mantenida con Pedro I Castilla y en cuya contienda los 
aragoneses se habían pasado a las filas castellanas. Por último, un par de años 
antes de la obra de la Prof. Ledesma, Ana M.a Barrero y M.a Luz Alonso 
publicaban sus Textos de derecho local en la Edad Media30, recogiendo fue­
ros breves y cartas de población aragonesas, aunque con exclusión de las de 
tipo agrario y algunas otras. 

Finalmente, en cuanto a lo que concierne al interés de la investigación ara­
gonesa por la publicación de los ordenamientos jurídicos locales, queda por 
resaltar la propia contribución de la Dra. Ledesma en toda esta génesis. Ella 
misma lo declaraba en algunos de sus trabajos, al decir que éste se había "ini­
ciado al estudiar y publicar cartas de población emanadas de las Ordenes del 
Temple y del Hospital"31. Así pues, su interés comenzó con la propia elabora­
ción de la tesis doctoral y la edición de fuentes hospitalarias32 que la llevó, por 

26 Cfr. S. GARCÍA LARRAGUETA, "Fueros y cartas pueblas navarro-aragonesas otorgadas por Templarios y 
Hospitalarios", Anuario de Historia del Derecho Español, XXIV, 1954, pp. 587-603. 

27 Cfr. J. M.a FONT RIUS, Cartas de población y franquicia de Cataluña, 2 vols. Madrid-Barcelona, 1969.- II: 
Estudio. Apéndice al vol. I, Madrid-Barcelona, 1983. 

28 Cfr. J. M.a FONT RIUS, "Notas sobre algunas cartas pueblas de la región oriental aragonesa", Anuario de Historia 
del Derecho Español, 41, 1971, pp. 699-766. 

29 Cfr. M.a D. CABANES PECOURT, "Cartas de población en el dominio verolense", Aragón en la Edad Media, VI, 
1984, pp. 95-123. 

30 Cfr. A. M.a BARRERO y M.a L. ALONSO, Textos de derecho local español en la Edad Media. Catálogo de fueros y 
costumbres municipales, Madrid, 1989. 

31 Cfr. "Las cartas de población medievales en el Reino de Aragón", Cartas de población, fueros y ordinaciones 
municipales de Aragón. Tercera Muestra de Documentación Histórica Aragonesa, Zaragoza, 1990, p. 30. 

32 Cfr. M.a L. LEDESMA RUBIO, La Encomienda de Zaragoza de la Orden de San Juan de Jerusalén en los siglos XII 
y XIII, Zaragoza, 1967; "Colección diplomática de Grisén", Estudios de Edad Media de la Corona de Aragón, X, 1975. 
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una parte, a estudiarlas específicamente33 y, por otra, a hacerlo dentro de otros 
contextos34, para finalmente cristalizar en la ya citada Cartas de población del 
Reino de Aragón en los siglos medievales, obra de síntesis que reúne un cor­
pus de 247 documentos que, según la autora, "por su rico y variado contenido 
pretende subsanar una importante laguna historiográfica en relación con el 
tema poblacional en sus múltiples vertientes". El primer documento recogido 
es la carta de población con franquicias concedida a Alquézar por Sancho 
Ramírez en 1069 y la última corresponde a la otorgada por el monasterio de 
Veruela, en 1451, al lugar de Pinillo. La exhaustividad de su obra se eviden­
cia por el hecho de que con posterioridad a la misma únicamente se hayan 
publicado las cartas de población de Tierga35, Tauste36, Alcañiz37, Almonacid 
de la Cuba38 y Berdún39. 

3. TIPOLOGÍA 

Ahora bien, una vez llegado a este punto, la pregunta a hacerse es ¿qué se 
ha entendido aquí por carta-puebla? ¿qué tipo de textos reúne esta obra? Pues 
de todos es sabido cuán variados son los documentos que suelen cobijarse 
bajo tal denominación. La respuesta a dicho interrogante nos introduce de 
lleno en el otro aspecto a contemplar: la tipología documental. 

La propia autora informa en el prólogo de su obra que, no existiendo una 
definición precisa para la noción de "carta puebla" o de "carta de población", 
ha optado, frente a posturas más selectivas, por unos márgenes amplios, 

33 Cfr. M.a L. LEDESMA, "Las 'cartas de población' medievales como fuentes de investigación", Metodología de la 
investigación científica sobre fuentes aragonesas. Jaca, 1986, II, Zaragoza, 1987, pp. 125-165; "Cartas de población y 
fueros turolenses", Cartillas turolenses, 12, Zaragoza, 1988; "Las cartas de población medievales en el Reino de Aragón", 
Cartas de población, fueros y ordinaciones municipales de Aragón. Tercera Muestra de Documentación Histórica 
Aragonesa, Zaragoza, 1990, pp. 21-30. 

34 Cfr. M.a L. LEDESMA, "La colonización del Maestrazgo turolense por los templarios", Aragón en la Edad Media, 
V, 1983, pp. 69-93; "La formación de un señorío templario y su organización económica y social. La encomienda de 
Villel", Príncipe de Viana. Anejo 3, 1986, pp. 441-462. 

35 Cfr. E. MAINÉ BURGUETE, "La carta de población concedida a Tierga por don Pedro de Urrea en 1334", A la pro­
fesora emérita María Luisa Ledesma Rubio en homenaje académico. Aragón en la Edad Media, X-XI, Zaragoza, 1993, 
pp. 527-551. 

36 Cfr. M. A. PALLARÉS JIMÉNEZ, "La carta de población de Tauste y la frontera navarro-aragonesa a la muerte de 
Alfonso I el Batallador", A la profesora emérita María Luisa Ledesma Rubio en homenaje académico. Aragón en la Edad 
Media, X-XI, Zaragoza, 1993, pp. 683-703. 

37 Cfr. C. LALIENA CORBERA, "La carta de población de Alcañiz", Studium. Homenaje al profesor Antonio Gargallo 
Moya, II, Teruel, 1997, pp. 253-267. 

38 Cfr. R UTRILLA UTRILLA, "La carta de población de Almonacid de la Cuba (Zaragoza) de 1322, otorgada por don 
Pedro Ferriz de Sessé", Studium. Homenaje al profesor Antonio Gargallo Moya, II, Teruel, 1997, pp. 475-489. 

39 Cfr. "Carta puebla de Berdún (A.H.N. sección Clero, carp. 714, perg. 20)", Jacetania, 179, 1998, p. 33. 
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dando cabida al mayor número de instrumentos jurídicos en relación con el 
fenómeno colonizador y el origen y proceso evolutivo de las pueblas40. De ahí 
que entre los 247 documentos contenidos se encuentren no sólo las consabi­
das licencias ad populandum y las subsiguientes cartas de población efecti­
vas, sino también cartas de privilegio o exención de gabelas para desarrollo 
del lugar, contratos agrarios colectivos, donaciones de casas bajo un régimen 
específico, o de iglesias y castillos; si bien estas últimas suelen llevar explí­
cita la recomendación o permiso para poblar más tarde, o la concesión de la 
licencia para regular las futuras normas de convivencia. También se da el caso 
de concesiones "quando Deus omnipotens donavit nobis eum", aunque estos 
documentos son fácilmente asimilables a las licencias ad populandum puesto 
que ésa era la atribución que el monarca confería al destinatario del diploma. 
Obviamente, en este último supuesto, suele tratarse siempre de poblaciones 
situadas en tierras fronterizas. Asimismo entre los lugares dados a poblar no 
faltan los yermos o desiertos, donde hay que levantar ex novo la población. 
Pero ante toda esta variedad lo que queda fuera de toda duda en la totalidad 
de los casos es que estos documentos constituyen una inagotable fuente de 
derecho estrictamente local y que, asimismo, todos ellos tratan de promocio­
nar o fomentar la vida del lugar. 

Así pues, bajo el nombre genérico de "carta de población" o "carta puebla" 
se ha reunido aquí a cuantos instrumentos fueron otorgados por el monarca o por 
el titular del dominio con el único objeto de establecer o desarrollar un lugar, 
fijando por escrito las normas que debían servir de base para la convivencia y/o 
asentamiento de su población. En ellas quedaban reflejadas, pues, la vincula­
ción de dicha población a la autoridad, las condiciones de tenencia o usufructo 
de la tierra, de explotación de la misma, las condiciones de la habitación, etc. 
Sin embargo la autocalificación que todos estos documentos muestran difiere 
en ocasiones de la que los investigadores les adjudican. De los 247 instrumen­
tos poblacionales recogidos por la profesora Ledesma, el mayor número de diplo­
mas recibe la denominación de "carta de donación", seguida de la de "carta de 
donación y confirmación" o simplemente "carta", con independencia de los tér­
minos en que se articule su contenido, pues frecuentemente a igual calificación 
le sigue diferente articulado y viceversa, a similar articulado se le da distinta 
calificación. En el resto de los diplomas se entremezclan los términos "inge­
nuación", "libertad" y "franqueza". En cuanto las alusiones a la población, son 
las menos reiteradas y se dan bajo las siguientes formas, "carta de populatores", 

40 Cfr. M.a L. LEDESMA, Cartas de población del Reino de Aragón, p. 12. 
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"carta populationis", aunque esta escasez en el preámbulo queda reforzada 
por la expresión de dicha voluntad en el verbo dispositivo, "facio populare" o 
"volumus populare", y, sobre todo, en el resto de su tenor. Es decir, se pueden 
distinguir tres aspectos diferentes pero complementarios en la disposición del 
otorgante: la donación, el ordenamiento jurídico y la población, los cuales, 
hábilmente conjugados, conforman la realidad de estos documentos. Con fre­
cuencia la calificación con que se cierra el tenor documental suele ser la que 
de manera más precisa se ajusta al desarrollo del contenido y a su definición 
tipológica. 

Dejando a un lado la anterior nomenclatura y de acuerdo con el contenido 
diplomático y jurídico, el análisis de los diferentes tipos recogidos es el 
siguiente: 

En primer lugar habría que considerar las donaciones de licencias "ad 
populandum", otorgadas por el rey a señores eclesiásticos, laicos o concejos, 
las cuales acostumbran a ser el estado previo a la fijación de la población; 
tarea ésta que correspondería al recipiendario de la donación ya que la misma 
no es sino el traspaso de la función repobladora del monarca a otro titular. 

Licencias o donaciones "ad populandum" en Aragón, como en otros sitios, 
las hay, a su vez, de distintas modalidades. Puede tratarse de mera autoriza­
ción para poblar, de transmisión del dominio con cesión para una futura repo­
blación, a las cuales se pueden añadir también las concesiones reales de 
iglesias y castillos a distinto poder dominial con esa finalidad, ya que de 
hecho no son mas que otorgamientos de feudos que vienen a retribuir la pres­
tación de servicios. Pueden delimitar el término entregado. Constituyen la 
fase previa a la repoblación efectiva que se hace obligada o necesaria. Entre 
dichos establecimientos puede citarse la donación del castillo de Longares 
con sus términos, entregado por el obispo de Zaragoza al prepósito Sancho en 
1154. El obispo se reservaba el derecho eclesiástico, la cuarta parte de las 
caloñas y un terreno de cuatro yugadas además de la fidelidad debida. O la 
donación que Alfonso II de Aragón hizo a la Orden del Hospital del lugar de 
Pilluel, en término de Ejea, para que "populent ibi et faciant ibi ecclesie". La 
diferencia respecto al anterior es que en ésta se señalan los lindes y se enfran­
quece a los futuros pobladores respecto al rey. Curiosa es la donación al 
Temple por parte del obispo de Zaragoza, otorgada en 1176, de la "ecclesiam 
de Lecina Curva, locum videlicet heremum situm in loco horroris et vaste 
solitudinis sed ut populetis et melioretis locum ipsum", en la cual este último 
se reservaba la cuarta y cena, aparte de la obediencia. Sin embargo, un año 
más tarde, en marzo de 1177, el Temple poblaría de manera efectiva esta 
última población de Encinacorba, a la que concedería los fueros de Zaragoza. 
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La expedición de esta última carta por parte del recipiendario de la ante­
rior donación, fijando directrices económicas y régimen jurídico al grupo 
colonizador, se encuadra ya en la segunda fase de las licencias antes mencio­
nadas, las cuales constituyen auténticas fuentes de derecho local. En ellas se 
suelen especificar las condiciones que obligarán a los pobladores con el señor, 
las formas de tenencia de la propiedad y el impuesto a que queda sujeta, la 
utilización de recursos comunales, etc. Éstas son las que pueden llamarse pro­
piamente cartas pueblas, es decir, las que se dan a unos determinados veci­
nos y a los que pudieren venir en el futuro para poblar una localidad y no son 
sino establecimientos aldeanos o vecinales, que buscaban el asentamiento de 
una comunidad en un lugar determinado mediante su población y/o edifica­
ción, finalidad que se explicita en ocasiones con la frase "ad populandum et 
edificandum" o similares. Suele tratarse de donaciones de iglesias, castillos 
y/o lugares a un particular o a un grupo. Su finalidad es restauradora a la par 
que repobladora. Se dieron con mayor frecuencia en los primeros tiempos y 
ayudaron a la recuperación de los territorios devastados mediante el levanta­
miento de castillos, iglesias o casas, y el otorgamiento de condiciones econó­
micas y jurídicas atractivas para la fijación de la población. 

Otro tipo distinto lo constituyen los establecimientos agrarios colectivos, 
que son pactos contractuales establecidos entre el señor y los vecinos para la 
explotación de un lugar. En ellos lo que se escrituraba, pues, era el reparto de 
las tierras de cultivo y las condiciones de trabajo a la que debería someterse 
el colono. Suelen incluir los bienes de uso común y se acostumbra a obligar 
a la residencia. Establecen fuerte dependencia entre el cultivador de la tierra 
y el dueño, aunque no faltan donaciones agrarias plenas que conceden liber­
tad sin limitación a los destinatarios. A este grupo corresponden, en realidad, 
una gran parte de los instrumentos que son considerados como integrantes del 
anterior. En muchos de estos contratos se precisan los límites que abarca el 
territorio entregado y, de acuerdo con lo pactado, se fijan los censos o tribu­
tos que debían o no pagarse además de otros impuestos u obligaciones. Con 
frecuencia a través de los tributos en especie puede conocerse el tipo de cul­
tivos. Son instrumentos de repoblación y colonización. 

No faltan tampoco, debido generalmente a la situación del momento, las 
cartas de franquicia y privilegio, que concedían a la colectividad un conjunto 
de exenciones o privilegios más que un asentamiento aunque también fueran 
dirigidas al incremento repoblador. Contribuían a promocionar la vida de los 
lugares mediante el enfranquecimiento de sus habitantes, y no era rara la 
inclusión en el tenor documental de fórmulas como la siguiente: "concedo 
vobis quantum potueritis laborare et exampiare in scalidum", la cual puede 
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leerse dentro de la "carta de ingenuidad y franqueza" dirigida a los de Ejea, 
en 1110, por Alfonso I; o la contenida en la donación de tipo particular que el 
mismo monarca hizo a Pere Ramon en Cariñena, en 1124, de "tantum quan­
tum ibi potueris populare et exampiare per hereditatem", si bien la califica­
ción diplomática de esta última es la de 'carta donationis et confirmationis', 
otorgada "sine ullo malo fuero et sine ullo censo", con la única reserva de la 
fidelidad al rey y a su posteridad. Algo similar ocurre con los otorgamientos 
de las cartas de gracia, dirigidas a algunas localidades, que acostumbraban a 
reducir o paliar antiguas obligaciones. 

Por último estarían aquellos otros documentos destinados específicamente 
a dotar de fuero o estatuto jurídico a la población, de concederle una norma­
tiva conducente a la futura convivencia del colectivo. Pero hay que distinguir, 
tipológicamente hablando, estos documentos del resto, que suelen remitir a 
una normativa ya existente a la cual se debía de atener la población. Es decir, 
bajo la rúbrica de cartas de fueros o de consuetudinis et franchitatis se agru­
pan aquellos instrumentos que articulan los mandatos o normas que debían 
regir la comunidad. Normalmente dicho fuero o ley adoptará el nombre de la 
localidad que lo ha recibido, por lo que suele vincularse a un marco geográ­
fico definido y reducido aunque con posterioridad podía extenderse. En los 
restantes casos en que existe una remisión a normativa jurídica expresa, sólo 
en contadas ocasiones se especifica alguna de sus características, siendo lo 
más común dejar constancia genérica de la concesión del "forum talis". 

4. AGENTES REPOBLADORES 

En la ocupación y distribución del espacio colaboraron junto al rey, como 
se ha dicho, el resto de poderes fácticos: la nobleza, los eclesiásticos, monas­
terios y órdenes militares e, incluso, los concejos, y su papel en esta tarea 
representa la faceta política, frente a la jurídica que aquí se lleva a examen. 

Cada una de estas fuerzas desempeñó una tarea semejante - la repoblación 
y su ordenación jurídica- pero cargada de distinta significación, aunque el 
derecho a la intervención tuvo un mismo origen: la posesión de unos señoríos 
otorgados por el rey en compensación a anteriores méritos, fundamentalmente 
el apoyo a su tarea de gobierno. Se inició en diferentes momentos cronológi­
cos y con distinta incidencia. 

Respecto a la identidad de cada intervención particular o de grupo, su 
naturaleza, a grandes rasgos, sería la siguiente: 
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En primer lugar, la repoblación nobiliaria. Los nobles fueron desde el ori­
gen del Reino de Aragón el apoyo de la monarquía, que reafirmó su posición 
en relación con este grupo mediante beneficios feudales. Constituían la fuerza 
militar y unificaban con su servicio al rey la fragmentación territorial arago­
nesa. Recibieron del monarca castillos y tierras a cambio de su fidelidad, 
pero, a diferencia de otros grupos, al estamento nobiliario se le debe un escaso 
número de estos ordenamientos jurídicos locales que principalmente se sitúan 
en lugares periféricos. Posiblemente esta escasez se deba a lo escasamente 
documentada que sigue todavía hoy su actuación. Las referencias más anti­
guas -del siglo XI- se corresponden con la donación de Artasona, en término 
de Ayerbe, a Sancho y Pepino Aznárez para la construcción de castillo y pos­
terior repoblación (1087)41; la de las torres de Tormos y Biota a Fortún y 
Sancho Aznárez (1091) y la hecha al merino real Banzo Azones de tierras en 
Luna, Iecar y Avago (1093), todas ellas emanadas de Sancho Ramírez e 
incluidas en las licencias ad populandum; mientras que la que cierra siglo, la 
efectuada por Pedro I a Pedro de Aragüés (1099), ingenua y libera las pose­
siones de éste en dicha población a la vez que le autoriza a "comparare vel 
examplare sive scalidare" en la villa y en su tierra. A esta misma tarea contri­
buyeron igualmente los condes del Alto y Bajo Pallás, que al igual que otros 
nobles aragoneses actuaron como "tenentes" en nombre del rey de Aragón. 
Así el conde del Bajo Pallás, Pedro, entregó a poblar Puig Giró (1098-1114), 
en término de Montañana, y García Pérez, igualmente conde de Pallás, exi­
mió a los habitantes de Arnellas (1185) de censos y malos usos. 

A caballo entre los siglos XI-XII, Jimeno López de Murillo recibió del 
último monarca citado la villa de Gurrea de Gállego (1094-1104), pero en 
este caso la concesión de fueros se debió al rey. En el primer cuarto del 
siglo XII, Alfonso I hizo concesión similar a las anteriores a Guillermo 
Sánchez de Tena y a sus sucesores de cuanto pudieran roturar y poblar en 
Bascués; igualmente a Pere Ramón en Cariñena (1124) y a Sancho Aznárez 
de Escanilla en la población del mismo nombre (1135). Cuatro años más 
tarde fue Pedro Ortiz de Lizana quien recibió la almunia de Mesones para 
poblarla (1128); la villa de Barbués fue responsabilidad de Martín Galíndez 
de Bagón y de Pedro y Sancho Sánchez (1128); Miró Pedro recibió la igle­
sia de Gallur con sus honores de Boquiñeni, Luceni y Razazol (1128), mien­
tras el hijo del conde don Huas, Andrés, recibió Puilampa para poblarla 

41 Casi todos los documentos que se citan corresponden a la obra de M.a L. LEDESMA, Cartas de población de 
Aragón en los siglos medievales. Se evitará en su caso la referencia a pie de página para no hacer excesivo un aparato crí­
tico considerado innecesario. 
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(1132). Al norte del Ebro, en la comarca de La Litera, la hija de Eneco 
Aznárez de Sposa y sus hijos otorgaron norma de convivencia a las almu­
nias de La Pitella, Binaced y Benifaragon (1169). Localidades que asi­
mismo debieron su normativa legal al estamento nobiliario fueron, entre 
otras, Castiliscar (1171), poblada por doña Jusiana y su hijo Ponz; Vera del 
Moncayo (1162), por el Señor de Borja, y Salillas del Jalón (1319), repo­
blada con moros por Martín López de Rueda; situadas la primera al norte y 
las restantes al sur del Ebro, cercanas a la frontera con Navarra y Castilla. 
En el extremo opuesto, próximas a los límites con los musulmanes, recibie­
ron carta puebla Calaceite (1207), otorgada por los señores del dicho lugar, 
Rodrigo de Bolea y Sancho de Sariñena, aunque luego la recibiría de los 
calatravos, al volver a sus manos, en 1278; La Fresneda (1224) por parte de 
los hermanos San Pedro; Fuentespalda (1232) por el señor de Valderrobres, 
y La Ginebrosa (1291) dada por Artal de Alagón y su mujer Teresa Pérez. 
En el extremo sur, en 1202, Berenguer de Entenza recibió el castillo de 
Manzanera para su repoblación y defensa; un año más tarde fue Arnaldo 
Palacín quien obtuvo el castillo de Bos con similar tarea y, junto a él, el cas­
tillo de El Mallo fue entregado a Gascón de Castellote. 

Entre los más tardíos pueden mencionarse los ordenamientos dados a Odina 
(1236), en la comarca barbastrense, por el caballero Guillermo de Monrabey; la 
carta de población al castillo y villa de Buñales (1251), concedida por su señor, 
el noble Sancho de Orós; y las de Antillón y Lascellas (1298), por Sancho de 
Antillón, después de la expulsión de la población musulmana, lugares todos 
ellos sitos en la provincia de Huesca. De este siglo debió ser también la conce­
sión de un privilegio de población de don Guillén de Pueyo a Bandaliés, cuya 
existencia se conoce a partir de la confirmación que del mismo hizo la abadesa 
de Casbas en 1329, Ya en el siglo XIV, el procurador de don Rodrigo Diaz daba 
a poblar el lugar de Olba, situado al sur de Aragón. 

La Iglesia, en especial los cabildos catedralicos, fue también uno de los 
primigenios agentes repobladores. En principio -como es lógico- la de 
Huesca, personalizada en su obispo, al que en un primer momento se le tras­
pasó por parte del rey el dominio y la autorización de entregar su propia 
norma. Así, en fecha imprecisa (1099-1104), el obispo de Huesca recibió el 
castillo de Alcalá del Obispo con sus términos. Pero ya en el segundo tercio 
del siglo XII, comenzó el otorgamiento de normativa jurídica por su parte, 
siendo las localidades afectadas las de Sesa (1133), Albored por dos veces 
(1139 ad populandum y en 1154), Villanueva de Monzón (1172), sendas 
almunias en Monzón y en Castejón del Puente (1176-1177), Sarnés (1197), 
los términos de Estrada y Panuso, en Igriés (1205), y Fañanás (1292), esta 
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última después de que los mudéjares que habitaban en dicha población fueran 
expulsados, acusados de traición. 

La jurisdicción dominial del obispado de Zaragoza se manifestó con 
diversa naturaleza. No comenzaría hasta mediados del siglo XII y lo hizo 
mediante licencias ad populandum con reservas en Longares (1154), al pre­
pósito Sancho, y a la Orden del Temple en Encinacorba (1176) y La Zaida, 
(1177). Como recipiendario de dominios, el obispado cesaraugustano ya 
había recibido de la monarquía aragonesa unas casas en Ayerbe (1125), el 
señorío de la Peña de Aznar Lagaya, integrado por los términos actuales 
de Valderrobres, Fuentespalda y Mezquín (1175) y posiblemente de Beceite 
y Torre del Comte. También se hizo cargo de los castillos de Linares y 
Puertomingalvo que le fueron cedidos por Pedro II (1202). De hecho, el obis­
pado de Zaragoza como señor territorial desempeñó el mismo papel defensivo 
que las Órdenes Militares, cerrando la frontera oriental sobre el Ebro. 
Respecto al otorgamiento por su parte de algún fuero de población, éste se 
retrasaría hasta el siglo XIII, al entregar Almochuel (1242) para ser poblada. 

Un tercer obispado con repoblación efectiva en tierras de Aragón fue el de 
Tortosa, que recibió de Pedro II los castillos de Lledó y Aréns (1209) y otorgó 
posterior carta de población a la primera un año más tarde. El mismo obispo 
Gombaldo, protagonista de los dos actos anteriores, que era al tiempo prior de 
Alquézar, concedió licencia para la repoblación de Ponzano con cristianos 
(1195). 

Con presencia prácticamente testimonial, el arzobispo y sede de Tarragona 
recibieron de Alfonso II el lugar de Monroyo (1185) para establecer poblado­
res y repartirles las tierras, aunque dicho lugar más tarde fue donado a la 
orden de Calatrava (1209). 

Igualmente activos que los anteriores se manifestaron los monasterios, 
sobre todo los benedictinos. La vida monástica se había visto restaurada a par­
tir del año 1023 por Sancho III el Mayor, centralizándose en unos pocos ceno­
bios, proceso que continuó Ramiro I al llegar al trono y anexionar además 
Sobrarbe y Ribagorza. Los principales monasterios centralizadores fueron 
San Juan de la Peña, San Victorián, Montearagón y Santa Cruz de la Seros. 
Todos ellos intervinieron en la organización del territorio y su experiencia en 
la zona pirenaica fue tan satisfactoria que se exportó al valle del Ebro una vez 
conquistadas las ciudades de Huesca y Zaragoza. Como muestra de esta acti­
vidad jurídica pueden citarse los siguientes ejemplos. San Victorián otorgó 
privilegios a los habitantes de Graus en 1183; Montearagón pobló las pardi-
nas de la Zuda de Huesca (1140) y, en 1211, recibió de Pedro II la licencia 
para poblar ésta. El mismo cenobio, más tarde, dio fueros a Las Pedrosas 
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(1229) y población a Quicena (1266); la abadesa de Santa Cruz de la Serós, 
Estefanía, concedió franquicias a los hombres de Tenías en 1190 e ingenuó a 
los de Sarasa en la misma fecha, mientras una sucesora suya hizo ingenuos a los 
habitantes de Oracal (1218); por último, San Juan de la Peña, ya en el siglo XIV 
(1336), buscó el incremento repoblador de su lugar de Santa Cilia, incenti­
vando el mismo con la inclusión del privilegio de infanzonía para sus habi­
tantes, entre otros derechos, al redactar la correspondiente carta de población. 

Con la conquista de la tierra llana del Ebro y la incorporación de terrenos 
sin cultivar aparecieron nuevos cenobios que contribuyeron a la regulación 
del espacio y desarrollaron un importante papel colonizador con la rotura­
ción de nuevas tierras y la administración del territorio a través de las granjas. 
Monasterios benedictinos protagonistas fueron los de Veruela, Rueda, Piedra 
y el femenino de Casbas. Santa María de Veruela fue la primera fundación del 
Císter en Aragón y desempeñó no sólo una labor repobladora sino también 
defensiva, al estar situada y señorear la encrucijada entre los tres reinos: 
Castilla, Navarra y Aragón. Sus castillos guardaban el corredor del Huecha en 
la comarca de Tarazona. Respecto a las poblaciones que recibieron norma 
legal del monasterio estuvo entre ellas la de Alcalá del Moncayo, nacida de la 
fusión de tres núcleos de población anteriores. Recibidas de Alfonso II tenía, 
entre otras localidades, las de Vera (1172), Villamayor y Pinillo (1177) y el 
Pozuelo (1181), y en 1231 Jaime I le otorgó Ceseron ad populandum. A todos 
ellos, con posterioridad, dio el monasterio marco jurídico que en algunos 
casos debió ser renovado a causa de las alteraciones habidas con motivo de 
"la guerra entre los dos Pedros" que dejaron despoblada la zona. Estas orde­
naciones se dirigieron a Alcalá de Moncayo (1238 y 1380), el Pozuelo (1245), 
Villamayor (1246), Vera del Moncayo (1368) y Pinillo (1451). 

El monasterio de Santa María de Rueda fue otra de las fundaciones bene­
dictinas en Aragón que, después de una fase itinerante por tierras del Gállego, 
se instaló en Escatrón, junto al Ebro. En la época de los primeros asenta­
mientos en Burjazut y Juncería le fueron concedidos los lugares de Lagata y 
Jaulín; ya en su destino definitivo, Jaime I le dio, entre otros, los de Samper, 
Seña y Romana. En 1315 incorporaron Valimaña. A todas estas localidades, 
el monasterio rotense otorgó, en su momento, normativa jurídica. Jaulín la 
obtuvo en 1196-1197, cuando la sede del monasterio todavía estaba en 
Juncería, y la vio reafirmada de nuevo en 1217, ya desde Escatrón. Respecto 
a Romana, el monasterio poseía dos de sus partes y las concedió a sus pobla­
dores en 1211 bajo determinadas condiciones. Los habitantes de Lagata reci­
bieron carta de población en 1220 y más tarde se vieron favorecidos con parte 
del Val de Albayar (1238) y el de Mallatz (1244). En 1229 Rueda entregó la 

192 RHJZ - 78-79 



Ordenamientos jurídicos locales aragoneses 

heredad de Samper de Lagata, actual Samper del Salz, para ser poblada, y en 
1238 les añadió el anteriormente citado Val de Albayar a repartir con los de 
Lagata. La villa de Seña, junto a Belchite, fue dada a poblar en 1235 y, final­
mente, Valimaña recibió este privilegio en 1340. 

Por su parte, el monasterio cisterciense de Santa María de Piedra, fundado 
a fines del siglo XII, había recibido del monarca Alfonso II, la villa de Villar 
del Salz y la aldea de Peralejos, radicando, posiblemente, en esta última su 
primera habitación hasta el acondicionamiento del castillo de Piedra que sería 
su destino final. En 1210 Pedro II les facultó para poblar ambas al tiempo que 
les autorizaba su venta, permuta o enajenación. Jaime I, por su parte, les dio 
licencia ad populandum con destino a la heredad que el monasterio tenía en 
Carenas, término de Calatayud (1257), y Jaime II hizo similar concesión para 
las granjas de Zaragocilla, junto a Munébrega, y la mencionada Villar de Salz, 
próxima a Celia, en 1297. 

Del monasterio femenino de Santa María de Casbas es del que menos 
ordenamientos jurídicos se conoce pese a la importante dotación que para su 
fundación recibió de la condesa de Pallás y su posterior incremento. Única­
mente puede citarse la ya referida confirmación del privilegio de Guillén de 
Pueyo, favoreciendo la población de Bandaliés, hecha por su abadesa, Elvira 
Sánchez de Antillón, en 1301. 

Pero si meritoria fue la labor de los cabildos no menos destacable resultó 
la realizada por las Ordenes Militares, quienes recibieron numerosas locali­
dades por parte de la monarquía y actuaron, a partir de sus encomiendas, 
dotando a muchas de aquellas de las oportunas normas de convivencia y 
régimen foral. Aunque, como bien señala M.a Luisa Ledesma42, en los domi­
nios señoriales de las Ordenes Militares se dio, por una parte, el interés de 
éstas por pactar la fijación de contingentes humanos en algunos lugares, pero, 
igualmente a la inversa, el interés pudo partir de los propios colectivos veci­
nales que buscaron en el patrocinio de aquellas la defensa de sus intereses. Es 
decir, que las condiciones jurídicas eran concedidas a petición de la población 
y no por iniciativa de la milicia. Valga como ejemplo el caso de Grisén que, 
en 1178, se colocó bajo la custodia sanjuanista. 

No obstante, lo más llamativo de la colonización de dichas Ordenes fue su 
ubicación preferente en zonas de frontera, situación característica de estas 
milicias que fueron utilizadas por la monarquía como barrera o tapón ante los 
musulmanes. Responsabilidad que fue asumida por las mismas en la doble 

42 Cfr. M.a L. LEDESMA, Las Órdenes Militares en Aragón, p. 129. 
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dirección, repobladora de los espacios vacíos y defensiva, ya que éstos que­
daban así protegidos por núcleos fortificados. Esta particularidad destaca de 
forma más acusada en la frontera meridional del reino aragonés, frente a los 
musulmanes de la zona valenciana. Y otra de sus peculiaridades estriba en 
que, si bien debieron al favor real parte de su patrimonio -sobre todo la con­
firmación de sus bienes-, el estamento nobiliario fue también uno de sus 
grandes benefactores. 

La posesión por parte de las Ordenes Militares de castillos y villas con 
todas sus pertenencias incluía, asimismo, el dominio jurídico sobre la pobla­
ción. Ello puede atestiguarse fácilmente a través de los numerosos instru­
mentos poblacionales emanados de aquellas que se han conservado. Su 
listado sería definitivo pero más interesante aún que su número resulta el aná­
lisis del asentamiento, selectivo en determinadas zonas geográficas, y las car­
tas de población que de ellos emanaron. 

Al norte del Ebro, templarios y sanjuanistas tuvieron la primacía entre las 
distintas órdenes militares. Cerca de la frontera navarra, estos últimos tuvie­
ron la población de Castiliscar a la que concedieron el fuero de Ejea en 1224. 
En el extremo opuesto, la comarca elegida fue la igualmente fronteriza de La 
Litera y el Bajo Cinca. En la importante encomienda de Monzón el Temple 
otorgó carta puebla a Binéfar, en 1158, y cerca de un siglo después a Belver 
(1240). En la zona monegrina, la puesta en explotación de su economía sería 
obra de la encomienda hospitalaria de Sijena. A sus abadesas se debieron las 
cartas pueblas de Candasnos (1217), lugar que habían recibido ad populan­
dum de Alfonso II en 1188, y de Bujaraloz (1254)43. De Jaime I recibieron, 
además, la villa de Alcalá, junto a Cambor, con el fin de poblarla (1246). 

Junto a ellas desarrolló su labor colonizadora la rama masculina de la 
orden, aunque ésta no se concretó a Monegros y Bajo Cinca sino que puede 
comprobarse a lo largo de todo el borde oriental del Reino. De norte a sur, 
siguiendo aproximadamente el eje fluvial, dieron licencias pobladoras a 
Monesma (1174), Sierra de Monegros (1174) y el castillo y villa de Torrente 
de Cinca (1176), que habían recibido de Alfonso II de forma efectiva dos años 
antes. También debió conceder carta de población a Canals (1230), algún 
tiempo después de que Alfonso II se la diera, y poseyó Torralba un año más 
tarde de que dicha localidad recibiera del rey su régimen jurídico, circunstan­
cia que había ocurrido en 1285. Más al sur dieron leyes a Caspe (1254). 

Otras corrientes fluviales fueron centro de atracción para el asentamiento 
de encomiendas militares. Así, en la depresión ibérica, de nuevo en la zona 

43 Cfr. M.a L. LEDESMA, Templarios y Hospitalarios en el Reino de Aragón, p. 173. 
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fronteriza a Navarra, hubo villas bajo señorío templario. Dicha orden conce­
dió fuero a Novillas, que era centro de una de sus pricipales encomiendas, en 
1151, e igualmente otorgó estatuto jurídico a Añesa (1157), Razazol (1156-
1167) y delimitó los términos de Ambel (1148). En la comarca del Jalón los 
derechos dominicales fueron de los frailes de San Juan. En 1177, por dona­
ción de Alfonso II, los hospitalarios entraron en posesión del castillo y villa 
de Grisén, cuyos vecinos, al año siguiente, solicitaron su protección, como 
antes ya se apuntó. Dicha Orden acogería igualmente a la aljama de sarrace­
nos del mismo lugar en 1211. Antes, en el año 1178, Pedro López de Luna, 
maestre de Amposta, había otorgado carta de población a las localidades de La 
Almunia de Cabañas, o de Doña Godina, y Alpartir. En realidad la Orden del 
Hospital fue el señorío territorial más importante de Aragón, sobre todo porque 
-además de los méritos propios- durante el reinado de Jaime II incorporó a los 
suyos los bienes del Temple con motivo de la disolución de esta Orden. 

Finalmente queda por revisar la colonización que las Ordenes Militares 
llevaron a cabo en tierras de Teruel, escenario en el que aparecieron nuevos 
agentes puesto que a los dos anteriores -Temple y Hospital- se unieron las 
encomiendas de santiaguistas y calatravos, sin olvidar a la primigenia Orden 
de San Redentor luego incorporada al Temple. Desde la época de Alfonso II, 
los esfuerzos de la monarquía aragonesa en esta provincia por dificultar el 
camino de los musulmanes hacia Aragón fueron manifiestos. Con el fin de 
taponar el paso más accesible entre este reino y el musulmán de Valencia 
-Cutanda, Teruel y Alfambra-, el monarca aragonés concedió Alfambra al 
conde Rodrigo de Sarriá, el cual, seguidamente, le otorgó carta de población 
(entre 1174-1176). A continuación recibió Fuentes de Alfambra (1176) y 
Orrios (1182) y con todo ello se creó la Orden Militar de San Redentor que, 
en 1196, se incorporaría al Temple. 

Bajo dominio de la misma Orden de San Redentor estuvo la encomienda 
de Villel, Cantavieja y, en fecha imprecisa, Castellote. El castillo de Villel, 
que le fue entregado por Alfonso I en 1187, fue cabeza de la primera, y, jun­
tamente con la Peña de Rodrigo Díaz y otras localidades que la componían, 
pasaron a ser templarías en la fecha antes citada; algunas de éstas en ella 
enclavadas -Libros (1212), Riodeva (1260) y Villastar-, debieron ya su orga­
nización jurídica a dicha Orden. Esta última localidad fue poblada de cristia­
nos por el Temple en 1264; en 1267 se repobló con treinta familias de moros 
a convivir con los anteriores, y cuatro años más tarde, 1271, de nuevo los pri­
meros vieron actualizado su contrato agrario. 

Dejando aparte el extenso territorio que ocupaba el concejo de Teruel y las 
aldeas de su comunidad, el siguiente camino a cerrar y consecuentemente a 
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ordenar jurídicamente fue el Bajo Aragón y la comarca del Maestrazgo, donde 
Templarios y Hospitalarios quedaron situados, en primera posición los pri­
meros con las encomiendas de Castellote y Cantavieja -aunque ambas fueron 
previamente de Santo Redentor-, y los segundos, con la de Aliaga, en la reta­
guardia. Esta última encomienda aseguraba el camino hacia la frontera. 
Aunque señor de la misma y su castillo desde 1163 el Hospital, no la consti­
tuyó como tal hasta 1180 ni le concedió fueros hasta 1216. A la misma incor­
poró, a principios del siglo XIII mediante cartas ad populandum, las 
localidades de Pitarque, Villarroya, Fortanete y Sollavientos44. 

En cuanto a las encomiendas templarías del Maestrazgo turolense, 
Castellote, había sido donada por Alfonso II, en 1180, al caballero Español y 
en fecha sin confirmar perteneció a la orden de Santo Redentor, pero no reci­
bió carta puebla conocida hasta 1282 cuando ya el Temple era propietario 
final de los bienes de aquella, como queda dicho, y entre ellos estaba la citada 
población. En el mismo año se la otorgó a Las Cuevas. 

Cantavieja y su zona fueron la última línea fortificada por Alfonso II. Bajo 
su dominio estuvo Villarluengo, lugar desierto que la orden del Temple recibió 
del monarca para ser poblado en 1194, aunque esto no ocurrió hasta pasados 
tres años en que dicha orden lo entregó a fuero de Zaragoza, al tiempo que 
otorgaba régimen jurídico a La Cañada de Benatanduz. En el siglo XIII se pro­
siguió activamente por parte de los templarios la labor jurídica con la conce­
sión de los correspondientes documentos a la propia Cantavieja (1225 y 1255), 
La Cuba y La Iglesuela del Cid (1241), Mirambel (1243) y Tronchón (1272). 

En lo concerniente a la orden de Santiago, si bien su encomienda más 
conocida fue la de Montalbán, estaba ya presente en el reino de Aragón antes 
de la constitución de la misma con posesiones en muchas de sus ciudades. 
También tuvo la encomienda de San Marcos, en Teruel, formada a partir de la 
herencia que Lope de Varea y Sancha Pérez de Azagra legó a los santiaguis­
tas. No obstante, a pesar de su no desdeñable dominio, los santiaguistas no 
concedieron ningún fuero o carta de población, pues la conocida carta foral 
dada a Montalbán lo fue por parte del monarca Pedro II en 1208, dos años 
antes de que la población pasara a manos de la Orden. 

Muy diferente fue en cambio el papel desempeñado por la orden de 
Calatrava y no sólo en cuanto al otorgamiento de disposiciones jurídicas y 
cartas de población, sino también respecto a la defensa de la frontera. El 
dominio calatravo se inició con la donación, por parte de Alfonso II, de las tie­
rras alcañizanas y su amplio alfoz en 1179 y fue alimentado por Pedro II, que 

44 Cfr. M.a L. LEDESMA, Cartas de población y fueros turolenses, p. 19. 

196 RHJZ - 78-79 



Ordenamientos jurídicos locales aragoneses 

les dio Maella, en 1203, y, en 1209, Monroyo, Molinos y Ejulve, entre otras 
poblaciones, para repoblación y defensa. De todas sus posesiones, recibieron 
carta de población por parte del comendador de Alcañiz las localidades de 
Belmonte (1232), Castelserás (1278), Calaceite (1278), Lagunarrota (1329), 
y los moros de Calanda (1360). 

Por último resta citar la labor legislativa de los concejos. Éstos contribuye­
ron a dicha tarea a partir de la segunda mitad del siglo XIII siendo el concejo de 
Zaragoza el emisor de la carta de población a su aldea de la Muela de 
Garrapinillos (1258), la cual vería confirmados sus términos dos años más tarde 
por el rey Jaime I. Asimismo otorgó carta de población a Longares, en 1305, 
destinando sus rentas a la obra del Puente Mayor de la capital cesaraugustana. 

El concejo de Teruel, por su parte, nombró quiñoneros entre sus vecinos por 
encargo real, en 1262, para repoblar Mosqueruela, Valdelinares, Peña Calva, 
Atorella y otros lugares de su término, lo que llevaría a efecto45; y en 1267 para 
repartir las tierras recobradas de Blasco Jiménez de Arenós por sentencia arbi­
tral. En 1280 volvió a recibir autorización de repoblación, en este caso del 
monarca aragonés Pedro III, y de nuevo dicho concejo estableció quiñoneros 
para la asignación de las tierras de Albarracín entre sus pobladores. Del propio 
concejo turolense emanó la carta de población de Torrijas (1268). 

Otros lugares dispensadores de licencias jurídicas fueron el de Aranda de 
Moncayo, autorizada a poblar el lugar de la Calderola y crear allí una aldea 
en 1263, y el de Ariza, que en 1311 eximió de pechas a Cabolafuente para su 
población. 

5. EVOLUCIÓN JURÍDICA 

El último aspecto a tener en cuenta en este análisis es el de la naturaleza 
jurídica de los instrumentos pobladores. La misma heterogeneidad encontrada 
en la tipología se advierte en la normativa foral o jurídica que cada grupo 
documental contiene, pero, como ya al principio se ha señalado, tienen en 
común su carácter de ordenamiento jurídico, pese a que resulte difícil deslin­
dar, al menos en un principio, lo que es un fuero de lo que sólo son normas 
jurídicas de comportamiento. Es decir, existen diversas etapas en la gestación 
de la personalidad jurídica local distinguiéndose desde la mera transmisión 

45 Las cartas conocidas del cumplimiento de este encargo real son las de Peña Calva (1262) y Mosqueruela (1265). 
El rey confirmaría, en 1270, los términos que habían sido concedidos a esta última localidad. 
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del dominio y facultad para fijar condiciones al grupo poblacional, a los con­
ciertos entre los poderes señoriales repartiéndose sus derechos sobre los veci­
nos, los contratos agrarios con donación condicionada y limitativa, o libres 
con transmisión de un derecho real sin obligación alguna respecto al donante, 
hasta llegar al otorgamiento de los llamados "fueros breves", concedidos en 
principio a una localidad pero que más tarde fueron aplicados a otras cir­
cunscripciones, es decir se territorializaron. Sin embargo toda esta diversidad 
sólo es perceptible a través del análisis completo del tenor documental y no 
en función de sus autodenominaciones. Fiel reflejo de esta ambigüedad es el 
fuero de Teruel, que en su preámbulo se anuncia como cartam populacionis 
et consuetudinis et franchitatis. 

Mucho se discute sobre el concepto de fuero y su diferencia con la carta 
puebla. Por lo que respecta a Aragón, el "fuero" fue durante los siglos XI-XII 
la manifestación escrita del régimen jurídico de un lugar; o sea, la norma regi­
dora de la vida vecinal o el conjunto de derecho local contenido en la carta 
puebla, aplicable a una comunidad territorial determinada, con o sin mención 
expresa de dicho término. Su presencia, en la mayor parte de las ocasiones, 
únicamente suele ser normativa y anónima, pues el rey hacía constar repeti­
damente que concedía a los pobladores "el fuero que le ha sido demandado". 
Y de hecho, las disposiciones dictadas en estos diplomas no suelen diferir en 
absoluto de las que contienen otros documentos que no señalan esta circuns­
tancia foral. 

Pasado el tiempo estos textos incorporarían ya la palabra "fuero" al prin­
cipio o final del tenor y fijarían los distintos decretos, dando lugar a los lla­
mados "fueros breves". De esa manera puede leerse en la primera carta de 
población de Alquézar (1069) y en las de Luna (1092), Barbastro (1100) o 
Calatayud (1131), autocalificadas como "carta" mientras la expresión "fuero" 
quedaba reservada al contenido del dispositivo. Así ocurre en la carta de 
población de Luna (1092), en la que, después de enumerarse todas las condi­
ciones y privilegios de ingenuidad que el rey concedía se añade et hoc do 
vobis in forum per cuncta secula duraturum. 

Caso distinto es el de los documentos extendidos a Jaca (1077), Zaragoza 
(1119, 1129) o Daroca (1142), entre otras poblaciones. En todos ellos suele 
especificarse al inicio del tenor que se trata de una concesión de "fuero". 
Como los anteriores integran el grupo de fueros breves. 

El panorama cambió un tanto al llegar al siglo XII pues, aunque las cartas 
de población siguieron haciendo referencia a una normativa particular, en 
muchas comenzó a ser frecuente la remisión a una norma legal superior, es 
decir a uno de los tantos fueros ya vigentes. Fue entonces cuando se produjo 
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la tenitorialización de los fueros breves citados, los cuales actuaron jurídica­
mente como ejes reguladores del espacio geográfico que les era más o menos 
cercano. Sus categorías forales ya fueron establecidas en su momento por el 
profesor Lalinde46 y eran las siguientes: al fuero de Jaca lo designa como 
"foralidad burguesa" o "primitivo-aragonesa"; fuero de "francos", garante de 
libertades para la población empleado como atracción de la misma. Se dio 
repetidamente a localidades que tenían sus mismas necesidades, especial­
mente las situadas en los caminos a Santiago aunque estuvieran fuera de los 
límites del reino. Ello le dotó de una peculiaridad, y es que unas veces su con­
cesión lo era bajo su propio nombre, mientras que otras, por efecto boome­
rang, lo tomaba prestado de la localidad a la que había sido exportado. Es 
decir, el fuero de Jaca se otorgó, además de a localidades aragonesas, a Estella 
(1090), Sangüesa (1122), barrio de San Cernín en Pamplona (1129), y tam­
bién, a través del fuero de la primera, a San Sebastián y parte de la costa atlán­
tica. Cuando en épocas posteriores regresó a Aragón, lo hizo cambiando el 
nombre original por el del intermediario. En el primer supuesto lo recibieron 
Alquézar (1125), Aínsa (1127) o Luesia (1154); en cambio, los pobladores de 
Asín, por ejemplo, obtuvieron carta de donación y confirmación de Alfonso I 
(1132), recibiendo vestros fueros tales quales donavi ad illo burgo novo de 
Sangossa; a Santa María de Uncastillo se le dio el de Cornago (1129), mien­
tras el de Borovia fue aplicado en Monzón y Artasona (1134). 

El fuero de Barbastro, por su parte, se correspondió con la conocida "fora­
lidad sobrarbense" y era el "fuero de infanzones o ermunios" que recibió en 
1100; también fueron aforados como "ermunios" los de Estadilla (1090) y 
Santa Cilia (1098), aunque en ningún caso el correspondiente texto mencione 
el término "fuero". Esta modalidad foral es considerada como propia de la 
época de reconquista avanzada, en la que la monarquía se vio en la necesidad 
de delegar poderes en la nobleza; de ahí la concesión de "tenencias", "hono­
res" y franqueza ciudadana semejante a la infanzonía. Similar en sus compe­
tencias fue el fuero de Ejea, otorgado en 1110. De Barbastro, el fuero de 
infanzones se desplazó a Zaragoza, aunque esta ciudad sustituyó dicha fora­
lidad por la suya propia. 

A medida que la tarea reconquistadora de los reyes de Aragón siguió avan­
zando hacia su fin, las disposiciones forales que en un primer momento se 
caracterizaron por su fuerte impronta aragonesa, incorporaron elementos de 
influencia castellana dada la posición fronteriza de las localidades repobladas y 
las características geográficas muy similares a las del vecino reino, motivos 

46 Cfr. J. LALINDE ABADÍA, LOS Fueros de Aragón, Zaragoza, 1976. 
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ambos que obligaban a la concesión de un aumento en los privilegios y una dis­
minución de los castigos con el fin de atraer habitantes a las nuevas tierras. 
Apareció así la "foralidad de extremadura", "concejil" o "castellana", que con­
tribuyó a la formación de grandes concejos y comunidades. En Daroca (1120) 
y Calatayud (1131) se notó ya esa influencia, cuyo primer atisbo apareció en la 
carta de población de Belchite (1119). El fuero de Daroca se acompañó de la 
donación a dicha localidad de un extenso alfoz que más tarde perdería parcial­
mente para integrarse en la Comunidad de Teruel, siendo esta última localidad 
la que mayor abundancia de privilegios económicos y fiscales incorporaría en 
su fuero. Son también "fueros de la extremadura" los concedidos a Alcalá de la 
Selva (1184), Alfambra y Albarracín. Las cartas pueblas entregadas a localida­
des situadas en tierras de frontera muestran todas ellas unos rasgos comunes y 
peculiares: capacidad ofensiva y defensiva; botín de guerra; prestigio social del 
caballero villano; economía forestal y ganadera. Solían ser lugares del Temple 
que posteriormente pasaron a depender del Hospital. 

De las modalidades analizadas, los fueros de Zaragoza son los que alcan­
zaron una mayor difusión, tanto dentro de Aragón como fuera, en tierras 
valencianas, concediéndose no sólo en las cartas de población otorgadas por 
el rey sino también a localidades integrantes de señoríos religiosos, monaste­
rios de todo tipo y Ordenes Militares, en amplios espacios fronterizos a pesar 
de la existenia de un fuero propio de los mismos. 

* * * 

En resumen de lo expuesto con anterioridad se deduce que los ordena­
mientos jurídicos locales aragoneses se originaron en los instrumentos de 
repoblación o "cartas pueblas" con la finalidad de dotar de marco normativo 
a las distintas poblaciones, unas veces fueron anónimos y otras se dieron bajo 
la denominación del lugar, dando lugar a los "fueros breves", que tuvieron 
distintas características según el tiempo y el espacio al acomodarse a las exi­
gencias políticas y geográficas, pues se habla de un "fuero de francos", un 
"fuero de infanzones" y un "fuero de frontera" respectivamente. Más tarde 
estos fueros se territorializaron al ser otorgados como pauta jurídica a los 
núcleos de población que se iban creando o renovando, para, finalmente, ser 
sustituidos por el unificador fuero de Aragón cuya primera manifestación ofi­
cial escrita tenemos en la ya aludida Compilación de Huesca de 1247. 

Sin embargo, para acabar de conocer las disposiciones jurídicas que rigie­
ron la vida de las comunidades vecinales aragonesas sería preciso analizar, 
junto a las cartas pueblas y demás documentos incluidos bajo esta denomina-
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ción, el resto de "ordinaciones" municipales que aquellas tuvieron para su 
regimiento y gobierno, a las cuales podría serles aplicadas las distinciones 
según época y lugares; es decir ver la evolución a través de los tiempos pero 
estudiarla separadamente según se tratara de ciudades, villas o aldeas, clasifi­
cación en la que igualmente habría de tenerse en cuenta el hecho de que éstas 
fueran de realengo, señorío laico, eclesiástico o concejil, para así conocer 
quien tenía la competencia del gobierno municipal; si éste era exclusivo de 
los ciudadanos o bien era compartido con los nobles e infanzones o los seño­
res en general. Todo ello podría repercutir de distinta forma en la composición 
del regimiento del concejo, el nombramiento de sus cargos y oficiales, la 
fecha de elección de los mismos y la duración de su mandato, las formas de 
vida, etc. Sin embargo para llegar a este conocimiento carecemos de la edi­
ción de esta documentación complementaria -salvo algún caso aislado- y 
sería de desear que, al igual que ocurrió con las cartas pueblas, surgiera el 
investigador/a que se planteara y emprendiera su publicación seriada. 

RHJZ - 78-79 201 


